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	12 de diciembre de 1988
	Sesión número
	103

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Gonzalo Castellón Vargas

	Tutelada: Carmen María Mora Rivera

	Recurrido: Juzgado Primero de Instrucción de San José

	Objeto del recurso: El recurrente impugna la detención de la tutelada, alegando que se le aplica una norma impugnada por posible inconstitucionalidad para negarle la excarcelación.

	Respuesta del recurrido: Contra la recurrente hay auto de procesamiento y prisión preventiva por infracción a la Ley de Psicotrópicos, y su excarcelación no fue resuelta por estar impugnada la norma aplicable.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no se acredita la lesión alegada).


N° 103
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del doce de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente); Cervantes, Chacón, Arias, Rodríguez, Arce, Ching, Carvajal, Ramírez, Guzmán, Gamboa, González, y del Suplente licenciado Jorge Baudrit Gómez, en reemplazo del Magistrado Zamora que disfruta de permiso con goce de salario.

Artículo XI
En escrito de fecha 30 de noviembre del corriente año, el licenciado GONZALO CASTELLÓN VARGAS planteó un recurso de Hábeas Corpus en favor de CARMEN MARÍA MORA RIVERA, quien se encuentra detenida a la orden del Juzgado Primero de Instrucción de San José, en causa que se le sigue por infracción a la Ley de Sustancias Psicotrópicas, N° 7093 del 22 de abril de 1988.

El recurrente hace una amplia exposición para fundamentar el Hábeas Corpus, e invoca una serie de hechos y razones que se relacionan con un recurso de inconstitucionalidad que se encuentra en trámite, interpuesto por el licenciado Alberto Soto Víquez como defensor de Ramón Miranda Chaves, imputado en otro proceso; recurso en el que se pide declarar inconstitucional el artículo 27 de la Ley de Psicotrópicos, en cuanto dispone que no procederá la excarcelación de quienes estén sindicados como autores de los delitos previstos en esa ley.

Dice el licenciado Castellón que la Corte Plena, en sesión del 26 de agosto de este año, resolvió tramitar el recurso de inconstitucionalidad, y consiguientemente, “suspender la aplicación de la norma impugnada” (sic). Agrega que el aviso respectivo fue publicado en el Boletín Judicial los días 17, 18 y 19 de octubre, y allí se dio cuenta de la interposición del recurso, a efecto de que los Tribunales, en los asuntos en que resulte aplicable el citado artículo 27, “no resuelvan sobre la excarcelación hasta tanto la Corte no haya hecho el pronunciamiento del caso”; pero que la Corte, al disponerlo así, no se ajustó a lo que prescribe el artículo 967 del Código de Procedimientos Civiles, pues lo que esa regla ordena es que “no se dicte sentencia”.

Sigue diciendo el recurrente que el doce de noviembre solicitó la excarcelación de la señora Mora Rivera; que el señor Juez se negó a dar curso a la solicitud mientras la Corte no se pronuncie sobre la demanda de inconstitucionalidad; que esa decisión del Juzgado se fundamenta en el aviso que se publicó en el Boletín Judicial, pero con lo dicho en el aviso se está interpretando ampliamente el artículo 965 y de esta manera se prolongan “los efectos de una norma inaplicable”.
Sostiene también el licenciado Castellón que a partir del momento en que se deniega al imputado el acceso al beneficio de la excarcelación, su detención es ilegal y por ello procede el Hábeas Corpus; y hace ver que de conformidad con el artículo 3° del Código de Procedimientos Penales, debe interpretarse restrictivamente toda disposición legal que coarte la libertad personal.

Cita luego el licenciado Castellón al expositor argentino Ricardo C. Núñez, para señalar que el principio de la interpretación restrictiva también rige respecto de normas que, aun no perteneciendo al Código, sean de la misma naturaleza; e invoca la opinión del tratadista José Ignacio Cafferata Nores, quien hace una crítica desfavorable a las restricciones de la excarcelación basadas en criterios objetivos, referentes a la índole del delito o a las modalidades de su comisión.

Hace hincapié el recurrente en que existe “un hilo umbilical entre la resolución del Juzgado y lo dispuesto por la Corte Plena”, y que ello lo obliga a establecer el Hábeas Corpus para combatir esa determinación de la Corte, como fuente principal de la privación ilegítima de la libertad que se encuentra sufriendo su patrocinada.

Por último, el licenciado Castellón dice que incluye en el recurso una solicitud de revisión del acuerdo de Corte Plena, a fin de que los Magistrados se pronuncien en forma inmediata acerca del problema planteado, “obviando por razones de urgencia el fundamento formal del Hábeas Corpus”. Agrega que, de ser procedente la revisión, el Hábeas Corpus carecería de interés, por lo que deja al criterio de la Corte “la determinación del orden de las cuestiones a decidir”.
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Solicitado el correspondiente informe al señor Juez Primero de Instrucción, éste comunicó que contra la imputada Mora Rivera existe auto de procesamiento y prisión preventiva, y que no se dio trámite a la excarcelación, o no se resolvió sobre ella, en acatamiento del aviso publicado en el Boletín Judicial.

A su vez, la Secretaria del Tribunal Superior Segundo Penal informó que la señora Mora Rivera no está detenida a la orden de ese Tribunal, sino del Juzgado Primero de Instrucción, y que, no obstante ello, envía a la Corte el expediente respectivo, el cual se encuentra en esa oficina para resolver sobre aclaración de una resolución dictada el ocho de noviembre.

-0-
Previa deliberación, se resolvió, por voto unánime, declarar sin lugar el Hábeas Corpus y rechazar la revisión solicitada, de acuerdo con las siguientes razones:

I.- En general, las cuestiones relativas a la excarcelación deben resolverse dentro del proceso respectivo por el Juez que conoce del asunto y por los órganos de alzada en virtud de apelación o consulta, no así en la vía del Hábeas Corpus, pues el artículo 11 inciso 2° de la Ley de la materia (N° 35 de 24 de noviembre de 1932) dispone que el recurso no es admisible “cuando se refiera a la denegación de una excarcelación decretada por autoridad judicial”. Pero en el presente asunto lo que se discute no es sólo la denegatoria de la excarcelación en sí misma, sino esencialmente los efectos que esta Corte le atribuyó al recurso de inconstitucionalidad que menciona el licenciado Castellón, interpuesto contra el artículo 27 de la Ley de Psicotrópicos. Se trata, pues, de una situación especial, en que el defensor de un imputado en otro proceso, acude a la vía del Hábeas Corpus para combatir aquella decisión de la Corte, con la personería o legitimación que dimana del régimen del recurso de inconstitucionalidad, cuyas consecuencias inmediatas trascienden a los otros procesos pendientes, como lo determina el artículo 965 del Código de Procedimientos Civiles.

II.- Cabe mencionar que fue la Presidencia de la Corte, en resolución de las 14 horas del 26 de agosto, la que dio trámite al recurso de inconstitucionalidad y dispuso, con aplicación literal del artículo 965 del Código de Procedimientos Civiles, dirigir nota al Juez que conoce del asunto principal y publicar el aviso en el Boletín Judicial, a fin de que no se dictara sentencia mientras la Corte no hubiere hecho el pronunciamiento del caso. Posteriormente, el propio señor Presidente, Magistrado Blanco, trajo el recurso a Corte Plena y explicó:

“La norma que se tilda de inconstitucional no tiene aplicación en sentencia, pues se trata de una regla que prohíbe la excarcelación de las personas sindicadas como autores de los hechos delictuosos previstos en la Ley N° 7093, por lo que sus efectos se producen en el curso del proceso; de manera que la comunicación y el aviso no pueden ordenarse ‘para que no se dicte sentencia’, sino en otro sentido, de acuerdo con el espíritu del artículo 965 y tomando en cuenta la situación que se plantea cuando la norma impugnada es de aplicación interlocutoria y no en el fallo”.
Agregó el señor Presidente que, conforme se ha hecho en otros casos, dispuso traer el asunto a Corte Plena, para que decida lo que considere apropiado acerca de los términos en que debe hacerse la comunicación dirigida al Juez que conoce del asunto principal, lo mismo que  el aviso respectivo.

III.- La Corte consideró que, efectivamente, era necesario adoptar otra fórmula, adecuada a las circunstancias del caso y al propósito que tiene en mira el artículo 965, o sea el de que no se resuelva el punto concreto en que tendría que aplicarse la regla que se tacha de inconstitucional; y fue así que ordenó modificar la resolución inicial e indicar que no debía resolverse sobre la excarcelación “hasta tanto la Corte no haya resuelto acerca de la inconstitucionalidad alegada”.

IV.- El artículo 965 del Código de Procedimientos Civiles es una norma incompleta en su tenor literal, pues habla de suspender el dictado de la “sentencia”, aludiendo así a las leyes que se apliquen al resolver el asunto en el fallo, y nada dispone acerca de los casos en que se trata de leyes de aplicación interlocutoria. Es obvio que esas leyes también pueden adolecer de vicios de inconstitucionalidad y que, por lo tanto, no están a salvo de una declaratoria de esa índole, pues el artículo 10 de la Constitución Política no distingue entre leyes de uno y otro género. De suerte que, al interponer un recurso para impugnar normas que se aplican en el trámite del proceso, es necesario adoptar otra fórmula en lo que atañe a la suspensión, pues resultaría ilógico suspender el dictado del fallo, si lo que se impugna es una norma procesal que no trasciende a la sentencia. En resumen, lo que hizo la Corte fue ajustar la decisión al espíritu del artículo 965 y llenar de esa manera el vacío literal de la norma legislativa.

V.- La tesis planteada en el Hábeas Corpus tiene fundamento en u error acerca de los alcances de la suspensión que ordena el artículo 965, pues lo que queda en suspenso no es la ley en sí misma, sino el acto o la etapa procesal en que la norma impugnada tiene o tendría que aplicarse, es decir, la sentencia, si esa norma se refiere al fondo del asunto, o bien, el proveimiento interlocutorio o el incidente respectivo, como ocurre tratándose de la excarcelación. En síntesis, mientras el artículo 27 de la Ley de Psicotrópicos no sea declarado inaplicable, esa regla impedirá otorgar la excarcelación, y lo más que puede hacer la Corte es suspender el dictado de la resolución que tendría que recaer en el incidente. Podría replicarse que a nada conduce esa suspensión, puesto que el reo sigue detenido, sin que pueda ser excarcelado, no obstante que la legitimidad constitucional de la norma se encuentra en entredicho. Pero la solución adoptada es la única posible, no así ninguna otra que remueva el obstáculo legal para la excarcelación, pues ello significaría otorgar a un recurso (apenas admitido para su trámite) los mismos efectos del fallo que viniera a declarar que el artículo 27 es contrario a la Constitución Política. Esa regla, por estar vigente, es la que impide la excarcelación; no lo resuelto por la Corte, pues sólo el fallo constitucional podría dejarla insubsistente.
